Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad

Borrador de Directrices sobre el establecimiento de mecanismos de vigilancia independientes y su participación en los procedimientos del Comité

20 de abril de 2016

	Fuentes:  Directrices sobre la participación de las organizaciones de personas con discapacidad y de la sociedad civil en el trabo del Comité sobre Derechos de las Personas con Discapacidad (CRPD/C/11/2, Annex II);  Borrador de Directrices del Comité sobre Derechos de las Personas con Discapacidad sobre la participación de las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos y de los Marcos de Monitoreo Independiente en el trabajo del Comité, Nota sobre el proceso de consulta, de 30 de noviembre de 2015; Encuesta sobre el procedimiento de preparación de las Directrices sobre la participación de las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos y los marcos de Monitoreo Independientes en el trabajo del Comité; Compilación de las Observaciones Finales y Listas de Preguntas del Comité sobre Derechos de las Personas con Discapacidad sobre el artículo 33 de la Convención; Estudio temático de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos en relación a la estructura y role de los mecanismos para la implementación y monitoreo de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad A/HRC/12/29; Principios relativos al estatus de las instituciones nacionales para la promoción y protección de los derechos humanos A/RES/48/134; Nota sobre la relación ente el Comité de Derechos Humanos y las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos, adoptada por el Comité de Derechos Humanos en su 106ª sesión. (15 de Octubre -2 de Noviembre de 2012), CCPR/C/106/3; La relación del Comité sobre las Desapariciones Forzadas con las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos, CED/C/6; Comité sobre los Derechos del Niño, Comentario General No 2 (2002) sobre el rol de las instituciones nacionales de derechos humanos en la promoción y protección de los derechos del niño, CRC/GC/2002/2; Comité sobre los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Comentario General No 10: el rol de las instituciones nacionales de derechos humanos en la protección de los derechos económicos, sociales y culturales; Comité sobre la Eliminación de la Discriminación Racial, Comentario General No 17, sobre el establecimiento de instituciones nacionales para facilitar la implementación de la Convención; Resolución de la Asamblea General, Instituciones Nacionales para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos, A/C.3/70/L.49.



Introducción
1. Desde 2009, cuando se estableció, el Comité de los Derechos de las Personas con Discapacidad (en adelante, el Comité) ha interactuado regularmente con los mecanismos de vigilancia independientes e instituciones nacionales de derechos humanos que supervisan la aplicación de la Convención (en adelante también denominado mecanismos de vigilancia independientes). Desde entonces, estos mecanismos han hecho contribuciones efectivas a los procedimientos de presentación de informes y de investigación del Comité. En septiembre de 2014, el Comité celebró su primera reunión con las instituciones nacionales de derechos humanos (INDH) y los mecanismos de vigilancia independientes para discutir las formas en que las actividades de supervisión de la Convención en los planos nacional e internacional podrían reforzarse mutuamente. Entre septiembre de 2014 y noviembre de 2015, varias consultas informales y una consulta formal se llevaron a cabo con el fin de recoger las opiniones de los mecanismos de vigilancia  independientes sobre el contenido de la elaboración de directrices sobre dicha colaboración, su marco de tiempo, así como las modalidades del proceso de consulta.
2. Junto con el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros tratamientos crueles, inhumanos o degradantes, la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad es uno de los tratados de derechos humanos que prevé expresamente el establecimiento de un marco nacional para la implementación  y el monitoreo de sus disposiciones. La Convención va más allá, y es único en este sentido entre los tratados de derechos humanos, al exigir que en el establecimiento de un marco de vigilancia, los Estados Partes deben tener en cuenta los Principios relativos al estatuto de las instituciones nacionales de derechos humanos para la protección y promoción de los derechos humanos (Principios de París) (resolución 48/134 de la Asamblea general), y que la sociedad civil, en particular las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas, deben participar plenamente en el proceso de monitoreo.
3. La Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad prevé la vigilancia de la implementación de la Convención tanto a nivel nacional como internacional. A nivel internacional, la Convención prevé la vigilancia que lleva a cabo el Comité a través de sus procedimientos de presentación de informes, comunicaciones e investigaciones. A nivel nacional y de conformidad con el artículo 33, párrafo 2 de la Convención, los Estados Partes, de conformidad con sus sistemas jurídicos y administrativos, mantendrán, reforzarán, designarán o establecerán, a nivel nacional, un marco, que incluye uno o varios mecanismos independientes, según proceda, para promover, proteger y supervisar la aplicación de la Convención. Cuando designen o establezcan dicho marco, los Estados Partes tendrán en cuenta los Principios de París. El artículo 33, párrafo 3 de la Convención establece que la sociedad civil, en particular las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas, estarán involucradas y participarán plenamente en el proceso de monitoreo.

4. El Comité reconoce la importancia de establecer, mantener y fomentar una estrecha interacción y relación con los mecanismos de vigilancia independientes e instituciones nacionales de derechos humanos en todas las etapas y en todos los aspectos de la labor del Comité. La vigilancia internacional y la nacional deben ser complementarias y estar mutuamente reforzadas para la realización de los derechos humanos sobre el terreno, de conformidad con los instrumentos internacionales de derechos humanos. Las actividades de monitoreo de la Convención tienen, como fuerza motriz, los principios, el objeto y propósito de la Convención, así como el cambio de paradigma de los enfoques preexistentes sobre las personas con discapacidad al modelo de los derechos humanos de la discapacidad, según el cual las personas con discapacidad se consideran titulares de derechos y su dignidad y su contribución a la sociedad están plenamente reconocidos, promovidos y protegidos.

5. El Comité reconoce el importante papel que desempeñan las instituciones nacionales de derechos humanos, entre otras cosas, en la promoción de la ratificación de la Convención, en la toma de conciencia de sus disposiciones, en el asesoramiento proporcionado a las autoridades encargadas de la implementación del tratado y, cuando su legislación habilitante lo permite, en la investigación y resolución de reclamaciones individuales y colectivas que alegan violaciones de los derechos garantizados por la Convención. El Comité también reconoce el importante papel de las instituciones nacionales de derechos humanos en el monitoreo de la Convención para promover la implementación a nivel nacional. El Comité reconoce además el papel de las INDH en tender puentes entre los actores a nivel nacional, incluyendo las instituciones del Estado y la sociedad civil, y en particular, las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas, con el sistema internacional para la protección y promoción de los derechos humanos. El Comité apoya plenamente la práctica de los órganos de tratados de derechos humanos en el fortalecimiento de la participación eficaz de las instituciones nacionales de derechos humanos en todas las fases pertinentes de su trabajo. El Comité está comprometido a hacer que esta participación sea significativa y que asegure las contribuciones más eficaces por las instituciones nacionales de derechos humanos. El Comité celebra además la recomendación de la Asamblea General de que esos órganos de Naciones Unidas armonicen su compromiso con las INDH (Asamblea General, Resolución, A / RES / 70/163 aprobada en diciembre de 2015).
6. El Comité apoya y alienta además un enfoque común de todos los órganos de tratados sobre la participación efectiva de las INDH en todas las fases de trabajo de esos órganos. Cuando se hace referencia en estas directrices a las instituciones nacionales, el Comité está tomando debidamente en cuenta los comentarios, directrices y observaciones generales sobre las INDH por otros órganos de tratados, y en particular, el Comité de Derechos Humanos (Documento sobre la relación del Comité de Derechos Humanos con las instituciones Nacionales de Derechos Humanos, aprobadas por el Comité en su 106ª sesión, 15 de octubre-2 noviembre de 2012, CCPR / C / 106/3), el Comité de los Derechos del niño ( "el papel de las instituciones nacionales independientes de derechos humanos en la promoción y protección de los derechos del niño, de 15 de noviembre de 2002, CRC / GC / 2002/2), y el Comité contra la Desaparición Forzada ( "la relación del Comité contra la Desaparición Forzada con las instituciones nacionales de derechos humanos", adoptada en la séptima sesión del Comité, 15-26 de septiembre de 2014, CRD / C / 6), el Comité de derechos económicos, sociales y culturales, Observación general nº 10: el papel de las instituciones nacionales de derechos humanos en la protección de los derechos económicos, sociales y culturales;  y el  Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, Observación General n ° 17, sobre el establecimiento de instituciones nacionales para facilitar la aplicación de la Convención.

7. Estas directrices son aplicables tanto a los mecanismos de vigilancia formalmente designados, si consisten en o incluyen una Institución Nacional de Derechos Humanos, así como a las instituciones nacionales de derechos humanos que, de acuerdo con sus mandatos nacionales, vigilan la implementación de la Convención, con independencia de si han sido designados formalmente en virtud del artículo 33.2 de la Convención.

Capítulo 1 sobre el alcance del artículo 33, párrafos 2 y 3 de la Convención

8. Si no lo han hecho antes de la entrada en vigor de la Convención, los Estados partes deben designar un mecansimo nacional con competencia para vigilar la implementación de la Convención. La designación debe hacerse a la mayor brevedad posible después de la entrada en vigor de la Convención.
9. Si bien no hay requisito formal específico para la designación de este tipo de marcos, y los Estados Partes puede proceder a hacer dichas designaciones de conformidad con sus sistemas jurídicos y administrativos, la Convención obliga a los Estados partes a mantener y fortalecer su mecanismo nacional de vigilancia. El deber de mantener  requiere que los Estados garanticen que el mecanismo de vigilancia tenga una base institucional estable y que le permita operar adecuadamente en el tiempo. El deber de mantener también implica la necesidad de garantizar que el mecanismo de vigilancia cuente con financiamiento y disponga de recursos (conocimientos técnicos y humanos) a través de asignaciones apropiadas del presupuesto nacional.

10. Las funciones de mantener y fortalecer también obligan a los Estados partes a garantizar que el mecanismo de vigilancia pueda desempeñar adecuadamente sus funciones. Implica que el mecanismo de vigilancia cuente con un acceso rápido y completo a la información, bases de datos, registros, instalaciones y locales, tanto en áreas urbanas como rurales o remotas; el acceso y la interacción sin restricciones con personas, entidades, organizaciones u organismos gubernamentales o entidades con las que el mecanismo de vigilancia requiera estar en contacto; y que las solicitudes hechas por el mecanismo de vigilancia sean abordadas adecuadamente y de manera oportuna por los organismos de ejecución; así como que la formación está disponible para su personal sobre una base continua.

11. Los Estados deben abstenerse de restringir, limitar o interferir de manera directa o indirecta con las actividades de vigilancia desarrolladas por el mecanismo de vigilancia.

12. Los Estados Partes tienen un margen de apreciación para decidir si el marco de vigilancia consiste de uno o más mecanismos de vigilancia. Cuando una entidad es designada como un mecanismo de vigilancia, esta única entidad debe ser independiente y cumplir con los Principios de París. Si el marco de vigilancia se compone de uno o más mecanismos, al menos uno de estos mecanismos requiere cumplir con los Principios de París.
13. Con el fin de cumplir con los Principios de París, los Estados partes deben respetar la independencia funcional y material de los mecanismos de vigilancia. Con el fin de respetar su independencia sustantiva los Estados Partes se asegurarán de que el mandato del mecanismos de vigilancia esté definido adecuadamente para abarcar la promoción y protección de todos los derechos contenidos en la Convención; dicho mandato esté establecido en una norma constitucional o en un texto legislativo; que dicho mecanismo esté facultado con una amplia gama de responsabilidades, tales como, las medidas de vigilancia y la posibilidad de llevar cabo investigaciones, prestar asesoramiento constructivo al gobierno, así como asegurar el seguimiento sistemático de sus recomendaciones y conclusiones sobre violaciones a los derechos. El respeto de la independencia funcional implica que los Estados Partes aseguren que el mecanismo de vigilancia (1) es independiente de la rama ejecutiva del Estado Parte; sus miembros son nombrados de manera pública, democrática, transparente y participativa; cuente con suficientes recursos financieros y recursos humanos y técnicos cualificados; goce de autonomía para la gestión de su presupuesto; (2) tenga autonomía para decidir y considerar qué asuntos caen bajo su consideración; pueda mantener y desarrollar las relaciones y participar en consultas con otros órganos; y (3) pueda recibir y examinar las quejas presentadas por individuos o grupos que alegan que se han violado sus derechos.

14. Los Estados Partes deberán prestar la debida atención a las recomendaciones emitidas por los mecanismos de vigilancia en sus informes anuales, temáticos o específicos, y a las decisiones y las opiniones del mecanismo de vigilancia con respecto a casos individuales. Los Estados partes deben proporcionar un seguimiento adecuado a las recomendaciones del mecanismo de vigilancia, incluso mediante la presentación de informes de seguimiento cuando se soliciten o sean de obligatorio cumplimiento. Se insta a los Estados partes a implementar estas recomendaciones de manera eficaz y oportuna.

15. Se insta a los Estados partes a designar a las instituciones nacionales como parte del mecanismo de vigilancia o como una entidad que forma parte del mecanismo de vigilancia y, adicionalmente,  a equiparlas con los recursos humanos y presupuestarios cualificados y adecuados para desempeñar adecuadamente su mandato adicional.

16. Los Estados partes con administraciones federales o descentralizados deben garantizar que el mecanismo de vigilancia pueda desempeñar adecuadamente sus funciones en los niveles federal, estatal / provincial, regional y local. Cuando existan mecanismo de vigilancia a esos niveles, los Estados Partes se asegurarán de que el marco federal o nacional de vigilancia puede interactuar correctamente y coordinar sus actividades con los mecanismos de vigilancia estatal / provincial, regional, local o municipal.

17. En los casos en los que el marco esté compuesto por uno o más mecanismos de vigilancia, los Estados Partes deberán prestar el apoyo adecuado, a petición del marco, para facilitar que el marco opere y ejerce sus funciones con regularidad y de manera adecuada.

18. El mecanismo de vigilancia debe garantiza el involucramiento pleno y la participación efectiva de las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas en todas las esferas de su labor. El Comité considera que son organizaciones de personas con discapacidad aquellas organizaciones compuestas en su mayoría por personas con discapacidades: al menos la mitad de su membresía-, que es gobernada, conducida y dirigida por personas con discapacidad. El involucramiento y la participación deben ser significativos y operativos en todas las etapas del proceso de vigilancia, que debe ser accesible, respetuoso de la diversidad de las personas con discapacidad, así como tomar en cuenta su género y edad.
19. Los Estados Partes se asegurarán de que los mecanismos de vigilancia puedan regularmente y de manera efectiva y oportuna interactuar con los puntos focales, órganos asesores, y los mecanismos de coordinación designados de conformidad con el artículo 33, párrafo 1, de la Convención para la implementación de la Convención , con el fin de asegurar que las opiniones y recomendaciones del mecanismo de vigilancia sean debidamente consideradas en los procesos de toma de decisiones para la implementación de la Convención.

20. En los casos en los que en el Estado parte se ha designado formalmente órganos consultivos, como los consejos de discapacidad o comités sobre la discapacidad y éstos están integrados por representantes de los ministerios, departamentos o unidades que intervienen en la implementación de la Convención, si  estos órganos asesores están involucrados o de alguna manera participan en las actividades del mecanismo de vigilancia, los Estados partes se asegurarán de que existan procedimientos para prevenir, regular y resolver los posibles conflictos de intereses o influencia indebida que resultaren de esta situación.
Capítulo 2 sobre la participación de los mecanismos de vigilancia independientes en el procedimiento del Comité

Procedimiento de presentación de informes

21. El Comité alienta a los mecanismos de vigilancia independientes a participar y contribuir de una manera activa en todas las etapas del procedimiento de presentación de informes a través de:

a) promover la toma de conciencia sobre las obligaciones de los Estados en virtud de la Convención, incluida la obligación de presentar informes;

b) Alentar la presentación oportuna de informes por los Estados partes;

c) Alentar a los Estados a consultar ampliamente con los mecanismos de vigilancia independientes, la sociedad civil y las organizaciones de personas con discapacidad en los procesos de para la elaboración de sus informes iniciales y periódicos. Los mecanismos de vigilancia pueden contribuir al proceso de elaboración de los informes iniciales y periódicos, entre otras cosas, mediante la difusión, de manera oportuna, y en formatos accesibles entre las partes interesadas a nivel nacional sobre las fechas de las consideraciones de informes del Estado Parte por el Comité; alentando a los departamentos o unidades encargadas de la elaboración de los informes que garanticen procesos de consulta participativos y transparentes; sometiendo contribuciones por escrito si lo consideran apropiado; informando a las organizaciones de la sociedad civil, incluidas las organizaciones de personas con discapacidad de sus oportunidades de participación en el proceso oficial de redacción del informe o de sus opciones para la elaboración y presentación de informes alternativos; y mediante el apoyo a las organizaciones de la sociedad civil y las organizaciones de personas con discapacidad en la preparación de dichos informes alternativos;

d) Los informes alternativos presentados por  los mecanismos de vigilancia independientes alternativo al Comité no deben exceder de 10.700 palabras. En relación con los informes iniciales de los Estados partes, los informes alternativos deben incluir un resumen ejecutivo y la información relacionada con cada uno de los primeros 33 artículos de la Convención. En el caso de informes periódicos de los Estados partes, los informes alternativos también deben incluir un resumen ejecutivo y referirse a (1) las medidas de seguimiento adoptadas para la aplicación de las observaciones finales anteriores, (2) los nuevos desarrollos que se han producido en el Estado Parte después de las observaciones anteriores, (3) destacado las brechas en la implementación de la Convención y las posibles medidas para superarlas, e (4) incluyendo información sobre la situación de las mujeres, los niños, los ancianos, las personas pertenecientes a grupos minoritarios, desplazados internos, migrantes, refugiados, personas indígenas con discapacidad o cualquier otra categoría de personas con discapacidad;

e) Poner a disposición de los actores involucrados en el proceso de preparación de informes, en la mayor medida posible, estadísticas e informes sobre el marco institucional y normativo para garantizar la implementación  de la Convención, las políticas, programas y actividades que estén en vigor para lograr dicho objetivo, así como su impacto. Cuando sea posible, los datos deben ser desagregados por sexo, edad y tipo de discapacidad;

f) Contribuir a la elaboración de la lista de cuestiones, tanto en el procedimiento general de presentación de informes como en el procedimiento simplificado, proporcionando información actualizada y fiable sobre los progresos realizados en implementación de la Convención por el Estado parte, identificando y analizando las principales brechas de implementación y proponiendo preguntas concretas que el Comité puede considerar para mejorar la calidad del diálogo con los Estados partes. Los mecanismos de vigilancia independientes pueden presentar contribuciones por escrito que no excedan de 5.000 palabras y / o participar en reuniones privadas orales durante las sesiones del Comité o pre-sesiones de Grupo de Trabajo;

g) Presentar contribuciones por escrito independientes que complementen las respuestas del Estado parte a la lista de cuestiones, tanto en el procedimiento general de presentación de informes como en procedimiento simplificado;

h) Participar en el diálogo entre el Comité y la delegación del Estado parte. El Comité ofrece la oportunidad a los mecanismos de vigilancia de supervisión para hacer una declaración de apertura, inmediatamente después de la declaración oral de la delegación; una declaración final, después de la declaración de cierre de la delegación, y para responder a las preguntas que los miembros del Comité formulen en cada uno de los tres grupos de preguntas durante el diálogo con los Estados partes. Con este fin, los mecanismos de vigilancia independientes deben, a través de la secretaría del Comité, antes de la sesión en la que sea considerado el informe del Estado parte, solicitar al Comité tener un rol independiente durante el diálogo con la delegación del Estado Parte. El Presidente del Comité decidirá si la solicitud debe ser concedida. Al tomar esta decisión, el Presidente dará la debida consideración a las solicitudes presentadas por los mecanismos de vigilancia independientes que consistan en, o incluyan,  una Institución Nacional de Derechos Humanos acreditada con el estatus “A” por el Comité de Acreditación de la Alianza Global de Instituciones Nacionales de Derechos Humanos.

i) Traducir en su caso, y difundir en formatos accesibles y por otros medios y modos de comunicación, las observaciones finales del Comité entre la más amplia gama posible de partes interesadas a nivel nacional, y en particular, entre las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas.

j) Promover y dar a conocer, en particular entre los departamentos y unidades que intervienen en la implementación de la Convención, acerca de la importancia de dar la debida consideración a las observaciones finales del Comité, y hacer abogacía para que las recomendaciones del Comité queden debidamente reflejadas en las políticas, programas y actividades nacionales sobre la implementación de la Convención;

k) Contribuir al procedimiento de seguimiento de las recomendaciones formuladas por el Comité en su procedimiento de presentación de informes, entre otras medidas, mediante: la difusión de la existencia de este procedimiento de seguimiento entre una amplia gama de partes interesadas a nivel nacional; la organización de consultas sobre el seguimiento a las recomendaciones; el apoyo a las organizaciones de personas con discapacidad para que se familiaricen con el procedimiento y para que formulen contribuciones oportunas; y, adicionalmente,  haciendo contribuciones por escrito en las que se evalúe si las recomendaciones del Comité se han implementado por el Estado parte;

l) Proporcionar comunicaciones por escrito y / o proporcionar al Comité información en reuniones  privadas en los casos en que el Comité decida examinar un Estado parte en ausencia de un informe, de conformidad con el artículo 36, párrafo 2 de la Convención; y

m) Facilitar y promover la participación efectiva de las organizaciones de personas con discapacidad en el proceso de presentación de informes.

Días de Discusión General y Comentarios Generales
22. El Comité alienta a los mecanismos de vigilancia independientes a hacer contribuciones por escrito a los Días de Discusión General y a participar en los procesos de consulta relacionados con la preparación de los Comentarios Generales del Comité.

23. El Comité alienta asimismo a los mecanismos de vigilancia independientes a traducir cuando sea necesario, y a diseminar, los Comentarios Generales del Comité en formatos accesibles y a través de medios y modos de comunicación alternativos, y a utilizar dichos comentarios en sus esfuerzos de abogacía a nivel nacional en la promoción y protección de los derechos de las personas con discapacidad.

Procedimiento de comunicaciones

24. El Comité alienta a los mecanismos de vigilancia independientes a

a) proporcionar apoyo y asistencia, incluyendo asesoría legal, cuando sea posible, a los individuos, grupos de individuos u organizaciones de personas con discapacidad que aleguen ser víctimas de violaciones de cualquiera de los derechos reconocidos en la Convención, a presentar comunicaciones ante el Comité;

b) recurrir a la posibilidad de hacer intervenciones de terceros, de acuerdo al párrafo 3 del artículo 72 de las Reglas de Procedimiento del Comité, o promover y proporcionar asesoría a otras partes interesadas a hacer intervenciones de terceros.
c) Traducir, cuando sea posible, y diseminar los Dictámenes del Comité en formatos accesibles y a través de medios y modos de comunicación alternativos, particularmente entre organizaciones de personas con discapacidad; 

d) vigilar y asistir a las víctimas en la vigilancia de la implementación de los Dictámenes del Comité por el estado parte, incluyendo mediante la asesoría al estado parte sobre las medidas legislativas, administrativas o de cualquier otra índole apropiadas para la implementación;

e) presentar información de seguimiento sobre la implementación de los Dictámenes del Comité y de las medidas interinas, cuando sea apropiado, dentro de los 180 días desde la adopción de dichos dictámenes por el Comité

Procedimientos de investigación
25. El Comité alienta a los mecanismos de monitoreo independientes a:
a) Considerar llamar la atención del Comité cuando exista información razonable acerca que indique la existencia de violaciones serias o sistemáticas de los derechos reconocidos en la Convención por el estado parte;
b) Proporcionar información, cuando así lo requiera el Comité, de acuerdo al artículo 83, párrafo 3 de las Reglas de Procedimiento del Comité;

c) Cooperar con el Comité, especialmente cuando el procedimiento de investigación implique una visita al territorio del Estado parte concernido;

d) Cuando sea apropiado, proporcionar información de seguimiento sobre la implementación de las recomendaciones del informe del Comité sobre la investigación; 

Actividades de fortalecimiento de capacidades nacionales (art. 37 de la Convención)
26. Solicitar, cuando el mecanismo de vigilancia independiente lo considere apropiado para el fortalecimiento de capacidades nacionales en la implementación de la Convención, que el Comité proporciones asesoría sobre la compatibilidad de proyectos de ley, de políticas y programas con la Convención.

27. Las solicitudes deben ser hechas por escrito, indicando el valor agregado que tendría la intervención del Comité al facilitar sus servicios de asesoría, y también proveyendo el texto de los proyectos de ley, políticas y programas en inglés y en formatos accesibles.

Represalias
28. El Comité alienta a los mecanismos de vigilancia independientes a:
a) Tomar medidas apropiadas, dentro del sus facultades, en relación a las alegaciones sobre represalias contra individuos, grupos de individuos u organizaciones de personas con discapacidad que hayan contribuido con el trabajo del Comité o hayan interactuado con éste.
b) Compartir con el Comité, periódicamente, las buenas practicas nacionales en relación con la detección temprana, evaluación de riesgo, marcos de asistencia y protección en casos de represalias, intimidación, hostigamiento o persecución de individuos, grupos de individuos y/o organizaciones de personas con discapacidad que han contribuido o interactuado con el Comité;

c) Apoyar a las presuntas víctimas de represalias en aproximarse e interactuar con el Comité y otros mecanismos de derechos humanos que tratan alegaciones de represalias; y 

d) Dar seguimiento a las recomendaciones del Comité y otros mecanismos de derechos humanos que tratan alegaciones de represalias en casos específicos;
29. El Comité reconoce que las instituciones nacionales de derechos humanos y su personal no deberían sufrir ningún tipo de represalias o intimidación, incluyendo presiones políticas, intimidación física, hostigamiento o limitaciones presupuestarias injustificadas como resultado de las actividades desarrolladas de acuerdo a sus respectivos mandatos, incluyendo cuando investigan casos individuales o cuando denuncian violaciones serias o sistemáticas en sus países.

30. El Comité también reconoce el rol que las instituciones nacionales de derechos humanos pueden tener en la prevención y el tratamiento de casos de represalias como parte de apoyar la cooperación ente sus respectivos Estados partes y las Naciones Unidas en la promoción de los derechos humanos, incluyendo su contribución al seguimiento, cuando sea apropiado, de las recomendaciones de los mecanismos internacionales derechos humanos.

31. 31 El Comité enfatiza que todos los casos en los que se aleguen represalias o intimidaciones contra instituciones nacionales de derechos humanos y su personal o contra individuos que cooperan o intentan cooperar con instituciones nacionales de derechos humanos deben ser pronta e íntegramente investigadas, y los responsables traducidos en justicia. 

Capitulo III sobre la vigilancia de la implementación a nivel nacional

32. El Comité reconoce la importancia del rol de los mecanismos de vigilancia independiente en la promoción, protección y el monitoreo de la Convención a nivel nacional. A diferencia del Comité, los mecanismos de vigilancia nacionales consisten o están compuestos de órganos que operan sobre una base permanente y que tienen una estrecha conexión con los marcos nacionales, regionales y locales en los que la Convención es implementada.

33. El Comité también reconoce los desafíos asociados con la vigilancia de la implementación de la Convención a nivel nacional, como por ejemplo, la limitada disponibilidad de datos o estadísticas fiables, la falta o la insuficiencia de datos estadísticos desagregados por sexo, edad o tipo de discapacidad; los diferentes métodos y sistemas vigentes para la evaluación de la discapacidad en las diferentes regiones, estados o provincias o entre los diferentes ministerios, departamentos o unidades dentro del Estado; la falta o la insuficiente participación de personas con discapacidad y de sus organizaciones representativas en el diseño e implementación de los censos nacionales o de las encuestas de hogar; así como la prevalencia de los sistemas para la recopilación de datos que están basados en modelos obsoletos sobre la discapacidad, como el modelo médico. Estos factores han regularmente impedido a los entes rectores de políticas públicas de evaluar la situación de las personas con discapacidad y de incluirlas en el diseño y la implementación de políticas generales de desarrollo o políticas de desarrollo específicas para personas con discapacidad.
34. El Comité reconoce las iniciativas tomadas a nivel internacional, regional y nacional para desarrollar indicadores para medir la implementación de la Convención. El Comité se felicita del hecho que la información estadística sobre la implementación de la agenda 2030 de desarrollo sostenible y objetivos de desarrollo sostenible contendrá datos desglosados incluyendo la discapacidad. El Comité aprecia que varias agencias de Naciones Unidas hayan desarrollado, o estén en proceso de desarrollar indicadores y toma nota con agrado de los esfuerzos por desarrollar indicadores basados en los derechos humanos y la discapacidad para medir la implementación de la Convención.
35. El Comité observa que las estadísticas sobre la situación de las personas con discapacidad no han sido regular y sistemáticamente recopiladas a nivel nacional por los sistemas estadísticos, y que las líneas de base, indicadores y metas no han sido utilizadas o debidamente reflejadas en la recopilación y análisis de datos a nivel nacional.
36. El Comité considera que la vigilancia de la implementación a nivel nacional requiere esfuerzos colectivos, coordinados y continuos por los estados partes, las agencias de Naciones Unidas, la cooperación internacional y organizaciones regionales, las oficinas nacionales de estadística, los puntos focales y mecanismos de coordinación designados conforme al párrafo 1 del artículo 33 de la Convención, los mecanismos de vigilancia independiente, las organizaciones de la sociedad civil, y las personas con discapacidad a través de sus organizaciones representativas, en el mejoramiento de los sistemas de recopilación y análisis de estadística para la implementación de los derechos reconocidos en la Convención.

37. El Comité considera que el diseño, la implementación y evaluación de las políticas y programas nacionales, así como los sistemas de vigilancia de dichas políticas y programas deben tomar en cuenta los siguientes principios:

a) La Convención, que es a la vez un instrumento de desarrollo y de derechos humanos, es el marco legal que debe ser tomado en cuenta en el diseño, implementación, evaluación y monitoreo de todas las políticas y programas de desarrollo en el marco de la implementación de la agenda 2030 de desarrollo y los objetivos de desarrollo sostenible;

b) La implementación de la agenda 2030 sobre desarrollo y los objetivos de desarrollo sostenible en relación con las personas con discapacidad, debe tomar en cuenta el marco internacional de los derechos humanos y particularmente la Convención. 

c) El diseño, implementación, evaluación y monitoreo de las políticas y programas deben ser llevas a cabo tomando en cuenta el modelo de derechos humanos de la discapacidad de la Convención, y debe tener como objetivo la identificación y la superación de las brechas de implementación que impiden que las personas con discapacidad puedan disfrutar como titulares de derechos de todos los derechos humanos, así como la identificación de las brechas que impiden a los detentores de obligaciones de cumplir íntegramente con sus deberes legales de respetar, proteger y garantizar los derechos de las personas con discapacidad.
d) La aproximación de doble vía debe estar reflejada en la vigilancia de políticas y programas; la vigilancia debe medir el impacto de las políticas y programas generales sobre las personas con discapacidad, así como el impacto de las políticas específicas sobre la discapacidad. Esta aproximación es el enfoque combinado de políticas específicas sobre la discapacidad para apoyar y empoderar a las personas con discapacidad, en conjunto con la transversalizacion de la discapacidad en todas las políticas y programas generales.

e) Las personas con discapacidad a través de sus organizaciones representativas y como expertos individuales deben tener una participación e involucramiento efectivos en el diseño, implementación, evaluación y monitoreo de dichas políticas y programas.

f) El desglose de la información sobre la base del sexo, la edad, y el tipo de discapacidad es esencial para asegurar que nadie es excluido en todos y cada una de las etapas del desarrollo y la implementación de políticas así como en su monitoreo.

g) las actividades de vigilancia no deben solo estar enfocadas en los resultados de las políticas y programas, pero deben también tomar en cuenta, los marcos estructurales y los procesos en vigor para alcanzar dichos resultados. A este respecto, el Comité alienta los mecanismos de vigilancia independientes  a tomar en cuenta el enfoque de derechos humanos en el desarrollo de indicadores, como fue desarrollado por la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos. 
38. El Comité alienta a los mecanismos de vigilancia independientes a dar debida consideración en sus actividades de monitoreo a:

a) las recomendaciones del Comité contenidas en las Observaciones Finales y Dictámenes sobre casos individuales, que son regularmente compiladas y resumidas en los informes bianuales del Comité a la Asamblea General y al Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas,

b) Cuando estén disponibles, a las recomendaciones del Comité contenidas en los informes sobre los procedimientos de investigación llevados a cabo por el Comité,

c) A los comentarios generales adoptados por el Comité así como a las diferentes directrices adoptadas por el Comité,

d) A las directrices sobre presentación de informes periódicos bajo el procedimiento simplificado sobre la presentación de informes, que reflejan el desarrollo de la jurisprudencia del Comité y toman nota de los diferentes esfuerzos al nivel de las Naciones Unidas y a nivel regional en el desarrollo de líneas de base, indicadores y metas para le medición de la implementación de la Convención. 

39. El Comité alienta a la Oficina del Alto Comisionado de los Derechos Humanos en cooperación con los mecanismos de monitoreo independientes y sus redes globales a desarrollar y mantener bases de datos sobre las buenas practicas a nivel nacional, regional e internacional en el desarrollo de indicadores y metas para la medición de la implementación de la Convención.

___________
. 
